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El Estado de Chile ejerce su rol empresa-
rial a través de su participación mayorita-
ria en diversas empresas, muchas de las
cuales se encuentran constantemente en
escrutinio público, como Codelco y Enap,
o, más recientemente, Correos de Chile o
TVN. Pero existe un conjunto no menor
de empresas públicas que pasan desa-
percibidas en la contingencia. 
En este contexto, en el OCEC UDP nos
propusimos analizar el ecosistema de
empresas públicas, a modo de compren-
der cómo las 28 que existen actualmente
interactúan con el Estado. El desafío no
es menor, pues un buen análisis debe
considerar el desempeño económico de
cada una, pero también elementos de
índole política, estratégica e incluso
teórica, toda vez que la rentabilidad no
siempre es el objetivo primario de la
participación del Estado en los mercados. 
De hecho, la teoría económica señala que
en un mercado donde la presencia de
múltiples empresas resulta ineficiente, el
control monopólico por parte del Estado
es un favorable para maximizar el bienes-
tar social. Los resultados del estudio son
ilustrativos. Por ejemplo, las empresas
portuarias controladas por el Estado
representan un caso ejemplar que recibe
poca atención en la esfera pública. 
En este conjunto de empresas, la partici-
pación estatal se justifica desde la teoría
económica toda vez que operan como
monopolios naturales, pero también
representan un negocio rentable, que
aporta recursos al Fisco. Además, no
requieren grandes aportes fiscales. 
En contraste, existen empresas que no
solo cuentan con una débil o nula justifi-
cación desde la teoría económica, sino
que tampoco parecieran ser un negocio
rentable para el Estado, en la medida que
no logran acumular utilidades e incluso
pueden requerir inyección de recursos
fiscales para su continuidad operacional. 
Este es el caso de empresas como TVN
o EFE, pero también de otras como
Enaer o Enami; sin perjuicio de que pue-
dan encontrarse justificaciones políticas
o estratégicas que expliquen su carácter
estatal.
En definitiva, cada empresa es un mundo
por sí misma, pero este ejercicio invita a
cuestionarse si la participación del Esta-
do en un mercado trae más beneficios
que costos para el país. En este contexto,
creemos fundamental que la evaluación
de este ecosistema se institucionalice de
forma periódica y sistemática, para ase-
gurar que los esfuerzos estatales se
están focalizando en lograr el mejor
resultado posible para la sociedad.

Estado empresario
en el siglo XXI

El 47% de los actuales parlamentarios
no seguirán en el Congreso. Eso im-
plica que tienen diciembre, enero y

hasta la primera semana de marzo de 2026
para tramitar leyes que mejoren la calidad
de vida de las personas o permitan contar
con más recursos para lograrlo.

Muchas de las iniciativas que logran
esos objetivos implican ir contra grupos de
interés, lo que explica que no hayan avan-
zado. Pero ahora que su reelección no está
en juego, bien harían en votar por lo que es
correcto y no por lo que pueda parecer po-
pular. También en aprobar cosas poco
atractivas, pero útiles. Incluso, en redirigir
discusiones hacia objetivos más acotados,
pero realizables. 

Lo más evidente es evitar que se sigan
produciendo los abusos con licencias mé-
dicas que denunció la Contraloría. Desde
julio hay un proyecto de ley en el Senado
—imperfecto, pero un gran avance— que
inexplicablemente no ha progresado en su
tramitación. 

En medio de una transversal coinci-

dencia de la necesidad de mejorar el gas-
to público, esta es una herramienta que
permitiría administrar mejor los $2,8 bi-
llones que se gastaron por este concepto
en 2023 (último dato disponible).

Una institución que se dedique a es-
tudiar la eficacia del gasto público no pa-
rece el legado más sexy de un parlamen-
tario, pero puede hacer
la diferencia en cómo
asignamos los siempre
escasos recursos fiscales.
En ese sentido, la Agen-
cia de la Calidad de las
Políticas Públicas, otro
proyecto que requiere
ajustes, pero que está
bien orientado, ayudaría
a terminar con progra-
mas que no cumplen sus
objetivos o cuyos fines ya
no son prioritarios.

Entre los proyectos que requieren
cambios más profundos está el de Sala
Cuna Universal. Mucho se ha discutido
sobre el impacto en trabajo formal de la
nueva cotización, pero poco se ha refle-
xionado sobre el mayor costo que signifi-
ca la obligación de la empresa de finan-
ciar la diferencia entre lo que pondría el

Estado y el costo efectivo que pagan las
familias. 

Se han propuesto alternativas: un
subsidio diferenciado, que permita eli-
minar el copago para los más vulnerables
y que sea decreciente para los hogares de
mayores recursos, sería un mejor camino
para evitar el impacto en el empleo y pa-

ra focalizar el gasto pú-
blico.

Finalmente, los 97
parlamentarios que de-
jarán el Congreso no de-
ben dejarse seducir por
los cantos de sirena del
nuevo sistema de finan-
ciamiento para la educa-
ción superior (FES). 

La Moneda puso to-
das sus fichas en aprobar
un proyecto de ley desfi-
nanciado y que solo se

sostiene por medidas anexas, por ejem-
plo, posponer la ampliación de la gratui-
dad, que se pueden considerar sin nece-
sidad de aprobar el FES. Por eso parece
más viable acordar un paquete de mejo-
ras a las condiciones del CAE y que, tal
como se hizo en 2012, considere repro-
gramaciones para los deudores morosos. 

La última oportunidad de los 97

Pablo Eguiguren F. 
Libertad y Desarrollo

“Ahora que su
reelección no está
en juego, bien
harían los
parlamentarios
salientes en votar
por lo que es
correcto y no por
lo que pueda
parecer popular”.

En medio del caudal irreflexivo de
ideas populistas que hoy colman el
debate sobre seguridad, emerge

una luz en el camino que vale la pena des-
tacar. Los municipios de Quinta Normal,
Maipú y Renca acaban de anunciar la im-
plementación de Trama, un proyecto ins-
pirado en el exitoso modelo sueco de
Fryshuset, que durante décadas ha de-
mostrado que prevenir el delito exige me-
didas más profundas que el castigo: comu-
nidad, confianza y oportunidades reales
para las juventudes.

A diferencia de las recetas inmediatis-
tas, este modelo aborda las causas profun-
das del involucramiento delictual. Parte
de una premisa sencilla pero poderosa:
creer más que desconfiar de las personas.
Sus espacios comunitarios han mostrado
que cuando se invierte en deportes, cultu-
ra, tutorías, acompañamiento psicosocial
y proyectos de vida, la probabilidad de que
un adolescente ingrese en circuitos crimi-
nales disminuye drásticamente. 

La evidencia científica respalda este

acercamiento al problema: la cohesión
social, los vínculos significativos y la
continuidad educativa son los factores
más protectores frente al delito, muy por
encima de cualquier incremento de pe-
nas o controles.

Por eso este anuncio importa. Nos
recuerda que la seguridad
no se construye con cár-
celes, sino ampliando ho-
rizontes y entregando
oportunidades de desa-
rrollo. Este modelo es, en
esencia, “infraestructura
para la prevención”: luga-
res donde los jóvenes en-
cuentran sentido, orien-
tación y pertenencia; es-
pacios que funcionan co-
mo una alternativa de
desarrollo frente a la ofer-
ta delictiva que hoy resulta atractiva pa-
ra tantos adolescentes en nuestros ba-
rrios.

Pero para que esta iniciativa alcance
su verdadero potencial, requiere algo
más que buena voluntad municipal. Ne-
cesita un Estado que actúe de forma in-
tersectorial y coordinada: educación, sa-
lud, cultura, deporte, desarrollo social,

niñez. Todos deben converger allí, en un
mismo espacio, con una oferta integrada
que deje de obligar a las familias a pere-
grinar por instituciones estatales. 

Necesita también al sector privado,
a fundaciones y a empresas que com-
prendan que financiar estos centros no

es filantropía, sino in-
versión estratégica en
paz, cohesión social y
futuro.

Como promueve el
modelo, la seguridad se
construye cuando pasa-
mos de desconfiar de los
jóvenes a creer en lo que
pueden llegar a ser. Co-
mo señala su fundador,
“en el contexto adecua-
do, con el estímulo ade-
cuado y rodeado de las

personas adecuadas, cualquiera puede
levantarse y avanzar”. Trama encarna
esa convicción. 

Ojalá sea el inicio de una nueva mi-
rada en políticas de seguridad, una que
reconoce que la mejor política de seguri-
dad es creer en las capacidades de nues-
tra juventud y dotarla de los recursos ne-
cesarios para desplegarlas plenamente.

Una «Trama» para la seguridad
Pablo Carvacho 
Director del Laboratorio 
UC Seguridad y Justicia

“Este modelo nos
recuerda que la
seguridad no se
construye con
cárceles, sino
ampliando
horizontes y
entregando
oportunidades de
desarrollo”.
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